Sentencia 35/2005, de 17 de febrero, en relación con la Ley 15/2002, de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional marítimo-terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia (publicada en el B.O.E. de 22.3.2005).
a)
Antecedentes

-
Promotor del recurso: Andalucía (nº 5573/2002).

-
Norma impugnada: Ley 15/2002, de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional marítimo-terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia.

-
Extensión de la impugnación: Disposición adicional cuarta de la Ley 15/2002, en cuanto que da nueva redacción a los arts. 19.3, 23.5.c) y 23.ter.3 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres.

-
Motivación del recurso: Para Andalucía los artículos recurridos vulneran las competencias de Andalucía en materia de “medio ambiente” y de “espacios naturales protegidos” (arts. 17.3 y 15.1.7ª EAA).

b)
Comentario - resumen

1.
Comienza la sentencia con el análisis pormenorizado de los preceptos impugnados: * Artículo 19.3 de la Ley 4/1989 en la redacción dada por la disposición adicional cuarta de la Ley 15/2002.

“ Los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques Nacionales serán aprobados por la Comunidad Autónoma correspondiente o por la Administración General del Estado en el caso de Parques Nacionales ubicados en el territorio de más de una Comunidad, previo acuerdo favorable de la Comisión Mixta de Gestión, encargada de su elaboración. Transcurrido un año desde el acuerdo de la Comisión Mixta de elevación para su aprobación y, en caso de no haberse producido ésta, el Gobierno podrá, a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente, proceder a su aprobación”.

En este punto se limita el Tribunal al examen del “último inciso del precepto (“transcurrido un año..., proceder a su aprobación”), puesto que el primer inciso ya fue enjuiciado en nuestra STC 194/2004, F.J. 20, al examinar igual precepto de la Ley 41/1997, y declarado inconstitucional en parte, criterio que reiteramos de nuevo”, declarando la inconstitucionalidad del mismo considerando que “el Estado no puede sustituir a las Comunidades Autónomas en el ejercicio de competencias propias [STC 227/1988, de 29 de noviembre, F.J. 20 d) y en igual sentido, entre otras, STC 118/1996, de 27 de junio]” (F.J. 18).

* Artículo 23.5.c) que determina como función de las Comisiones Mixtas de Gestión:

“Elaborar y, previo informe del Patronato, aprobar los planes sectoriales que,en su caso, desarrollen el plan rector de uso y gestión”.

En cuanto al mismo, señala la sentencia que, este precepto ya fue objeto de enjuiciamiento en los FF.J.J 7 a 13 y 14 b), todos ellos de la STC 194/2004, siendo declarado inconstitucional”.

* Artículo 23.ter.3 establece:

“El nombramiento del Director-Conservador recaerá en un funcionario de cualquier Administración pública. Una vez nombrado, será adscrito, si no lo estuviera, al Organismo autónomo Parques Nacionales”.

Respecto de este artículo, señala el Tribunal que su primer inciso fue también enjuiciado en la STC 194/2004, FF.J.J 14 d) y 17 c), al examinar el mismo precepto de la Ley 41/1997, y declarado inconstitucional.

Analiza el Tribunal “el segundo inciso (‘una vez nombrado, será adscrito, si no lo estuviera, al Organismo autónomo Parques Nacionales’), el cual, de acuerdo con el antes aludido canon de enjuiciamiento y con lo razonado en dichos FF.J.J 14 d) y 17 c) de la STC 194/2004, es inconstitucional”. Y en consecuencia, declara que “el precepto, en su integridad, es inconstitucional”.
2.
En cuanto al alcance de la sentencia señala el Tribunal, que al “igual que en la STC 195/1998, en cuyo fundamento jurídico 5 señalamos también que la inmediata nulidad de los preceptos declarados inconstitucionales podría provocar una desprotección medioambiental de la zona con graves perjuicios y perturbaciones a los intereses generales en juego y con afectación de situaciones y actuaciones jurídicas consolidadas, de manera que la declaración de inconstitucionalidad de algunos preceptos no lleva aparejada su inmediata declaración de nulidad, la cual se difiere hasta el momento en el que las Comunidades Autónomas regulen las modalidades de gestión de los parques nacionales de su competencia” (STC 194/2004, F.J. 24).

3. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: 

“Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad nº 5573/2002, interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía contra la disposición adicional cuarta de la Ley 15/2002, de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional marítimo-terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia y, en consecuencia: Declarar que son inconstitucionales, con los efectos que se indican en el fundamento jurídico 3, los arts. 19.3, salvo su inciso ‘los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques Nacionales serán aprobados por la Comunidad Autónoma correspondiente’; 23.5 c); y 23.ter.3, todos ellos de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres, en la redacción dada por dicha disposición adicional cuarta de la Ley 15/2002".

4.
Voto particular que formula el Magistrado D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.

Hace constar el Magistrado que “El Parque Nacional marítimo terrestre de las Islas Atlánticas podría constituir un tercer supuesto de Parque Nacional, en la medida en que se extienda sobre el mar territorial, que es competencia del Estado”. Y que por tanto considera que la sentencia “no contempló casos de parque marítimo-terrestres como el que nos ocupa”, puesto que sostiene que “el Parque Nacional de las Islas Atlánticas de Galicia se extiende, pues, sobre el territorio de la Comunidad Autónoma, las aguas interiores y también el mar territorial. Habría que estar, entonces, a la doctrina que sentamos en la STC 38/2002, de 14 de febrero (FF.J.J 6 y 7) en el aspecto que se refiere al mar territorial como límite de la competencia autonómica”.

